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Ayuntamientos

AYUNTAMIENTO DE SESEÑA

Mediante Resolución de la Consejería de Fomento de fecha 18 de marzo de 2016, publicada en el 
D.O.C.M. número 63 de fecha 4 de abril de 2016, se aprobó definitivamente la Modificación Puntual del 
Plan Especial de Infraestructuras del S.A.U. de “El Quiñón” en Seseña, consistente en la modificación del 
trazado de una línea de alta tensión aérea que discurre al sur del sector en lugar de su soterramiento. 
Que incluyen las siguientes normas urbanísticas:

El proyecto de retranqueo de la LAT de 400 kv deberá ser autorizado por la Administración General 
de Estado conforme a las características técnicas previstas en la planificación eléctrica aprobada por 
dicho organismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
del Sector Eléctrico.

La actuación está sujeta a la normativa sectorial, en especial a lo dispuesto en los artículos 5 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, 112 sobre coordinación con planes urbanísticos y 
154 sobre variación del tendido de la línea como consecuencia de proyectos o planes aprobados por la 
Administración, del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones 
de energía eléctrica, que establecen que:

- La planificación de las instalaciones de transporte y distribución de energía eléctrica, que se ubiquen 
o discurran en cualquier clase y categoría de suelo, deberá tenerse en cuenta en el correspondiente 
instrumento de ordenación del territorio y urbanístico, el cual deberá precisar las posibles instalaciones 
y calificar adecuadamente los terrenos, estableciendo en ambos casos, las reservas de suelo necesarias 
para la ubicación de las nuevas instalaciones y la protección de las existentes.

- Cuando existan razones justificadas de urgencia o excepcional interés para el suministro de energía 
eléctrica que aconsejen el establecimiento de instalaciones de transporte y distribución que precisen de 
un acto de intervención municipal previo, se estará a lo dispuesto en la disposición adicional décima del 
TRLSRU aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. El mismo procedimiento será 
aplicable en los casos en que existan instrumentos de ordenación territorial y urbanística ya aprobados 
definitivamente, en los que no se haya tenido en cuenta la planificación eléctrica conforme al apartado 
anterior.

- En todo caso, en lo relativo a las instalaciones de transporte cuya autorización sea competencia de 
la Administración General del Estado se estará a lo establecido en la disposición adicional duodécima 
de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión de obras públicas.

- A todos los efectos, las infraestructuras propias de las actividades del suministro eléctrico, reconocidas 
de utilidad pública por la Ley del Sector Eléctrico, tendrán la condición de sistemas generales.

- En la elaboración por parte de las distintas Administraciones públicas de proyectos o planes que 
puedan variar el tendido de una línea ya existente, se dará audiencia a la entidad titular de la línea, con 
objeto de que formule las alegaciones pertinentes sobre los aspectos técnicos, económicos y de cualquier 
otro orden respecto a la variación que se proyecte.

- En el expediente a que se refiere el apartado anterior deberá emitir informe la Dirección General de 
Política Energética y Minas o el órgano autonómico que resulte competente.

- La Administración competente sobre el proyecto o plan del que derive la necesidad de variación 
de la línea, una vez que éste haya sido aprobado, abonará al titular de la línea el coste de la variante y 
los perjuicios ocasionados.

Respecto a la repercusión económica de las actuaciones y normas sobre las instalaciones del sistema 
eléctrico, el artículo 15 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, sobre criterios de 
redes y criterios de funcionamiento de las instalaciones de producción sujetas a retribución regulada, 
establece que:

1. El gobierno establecerá los criterios generales de redes y los criterios de funcionamiento de las 
instalaciones de producción de energía eléctrica sujetas a retribución regulada. Las metodologías 
retributivas que se establezcan con cargo a los ingresos del sistema eléctrico tendrán únicamente en 
consideración los costes derivados de aplicación de dichos criterios.

A estos efectos se tendrán en cuenta las mejores prácticas en las actividades de transporte, distribución 
y producción, los índices de calidad establecidos en la normativa estatal y los niveles de protección medio 
ambiental derivados de la normativa estatal y europea.

Los criterios previstos en este apartado serán los utilizados en la planificación de la red de transporte.
2. Las empresas titulares de activos de redes y de instalaciones de producción de energía eléctrica 

sujetas a retribución regulada a las se apliquen, en alguna de sus áreas, normativas específicas sobre 
redes o instalaciones de producción que supongan unos mayores costes en la actividad que desempeñen, 
podrán establecer convenios u otros mecanismos con las Administraciones Públicas para cubrir el 
sobrecoste ocasionado. En ningún caso el sobrecoste causado por estas normas formará parte de la 
inversión o de los costes de explotación reconocidos a estas empresas para el cálculo de la retribución, 
no pudiendo por tanto ser sufragado a través de los ingresos del sistema eléctrico.
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Asimismo, desde un punto de vista económico, cabe señalar que respecto a las inversiones en que 
se tuviera que incurrir en el proceso de urbanización o en cualquier otra actuación que afectase a las 
instalaciones del sistema eléctrico, esta Subdirección General manifiesta que se deberá contemplar lo 
establecido en las siguientes normas:

- El Real Decreto 1047/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la metodología para el cálculo 
de la retribución de la actividad de transporte de energía eléctrica.

- El Real Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, pro el que se establece la metodología para el cálculo 
de la retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica.

- El Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, 
distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía 
eléctrica.

Concretamente, cabe señalar que el artículo 5 del Real Decreto 1047/2013, de 27 de diciembre, 
establece como Criterios generales de retribución de redes de transporte los siguientes:

1. Las líneas de la red de transporte que discurran en suelo rural cuya autorización de explotación se 
haya obtenido en fecha posterior a la entrada en vigor del presente real decreto serán retribuidas como 
líneas aéreas.

Asimismo, para que una línea de transporte sea retribuida como soterrada deberá incurrir por suelo 
urbanizado y haber sido recogida expresamente con dicha característica en el instrumento de planificación 
de la red de transporte que se encuentre en vigor.

Para la consideración de suelo urbanizado se estará a lo establecido en el texto refundido de la Ley 
del Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto 7/2015, de 30 de octubre.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, en los últimos 500 metros previos a una subestación 
blindada, las líneas de la red de transporte podrán construirse y retribuirse como soterradas aunque 
figurasen como líneas aéreas en la planificación de la red de transporte.

3. Para que una subestación sea retribuida como blindada, ésta deberá estar contemplada con esa 
característica en la planificación de la red de transporte que se encuentre en vigor.

4. A los efectos del presente real decreto, se considerará que una línea está en servicio y por tanto 
podrá ser objeto de retribución cuando dicha instalación cuente autorización de explotación para la 
totalidad del tramo que discurre entre dos interruptores.

5. En las subestaciones de la red de transporte se retribuirán las posiciones que se encuentren 
equipadas y como máximo un número de posiciones de reserva equivalente al de una calle de acuerdo 
con la configuración de la subestación.

6. En la retribución de las instalaciones de la red de transporte con cargo al sistema eléctrico se 
considerarán exclusivamente la in-versión o los costes de operación y mantenimiento reconocidos por 
la normativa básica estatal en los términos establecidos en este real decreto.

De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, las empresas a las que se aplique, 
en alguna de sus áreas normas específicas sobre redes, unos niveles de calidad superiores a los fijados 
por la normativa estatal o unos criterios de diseño de redes que supongan unos mayores costes en la 
actividad de transporte, podrán establecer convenios u otros mecanismos con las Administraciones 
Públicas para cubrir el sobrecoste ocasionado.

7. En el informe que deberá emitir la Dirección General de Política Energética y Minas a que se hace 
referencia en el artículo 35.2 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, se deberán hacer constar los criterios 
generales que, de acuerdo al contenido del presente artículo, se emplearán para la retribución de la 
instalación.

Asimismo el artículo 8 del Real Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, establece como criterios 
generales de redes los siguientes:

1. Las líneas de la red de distribución que discurran en suelo rural cuya autorización de explotación 
se otorgue en fecha posterior a la entrada en vigor del presente real decreto serán retribuidas como 
líneas aéreas.

Para la consideración de suelo urbanizable se estará a lo establecido en el texto refundido de la Ley 
del Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto 7/2015, de 30 de octubre.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, las líneas de la red de distribución podrán 
construirse y retribuirse como soterradas en los últimos 500 metros previos a una subestación blindada 
aun cuando la línea discurriese por suelo rural.

3. A los efectos del presente real decreto, se considerará que una línea está en servicio y por tanto 
podrá es objeto de retribución cuando dicha instalación cuente con autorización de explotación para la 
totalidad del tramo que discurre entre dos elementos de corte.

4. En la retribución de las instalaciones de la red de distribución con cargo al sistema eléctrico se 
considerarán exclusivamente la inversión o los costes de operación y mantenimiento reconocidos por 
la normativa básica estatal en los términos establecidos en este real decreto.

De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, las empresas a las que aplicaran, 
en alguna de sus áreas normas específicas sobre redes, unos niveles de calidad superiores a los fijados 
por la normativa estatal o unos criterios de diseño de redes que supongan unos mayores costes en la 
actividad de distribución, podrán establecer convenios u otros mecanismos con las Administraciones 
Públicas para cubrir el sobrecoste ocasionado.

C
ód

ig
o 

de
 v

er
ifi

ca
ci

ón
: 2

01
6.

00
00

21
31

P
ue

de
 r

ea
liz

ar
 la

 v
er

ifi
ca

ci
ón

 d
el

 d
oc

um
en

to
 e

n 
h

tt
p

:/
/b

o
p

.d
ip

u
to

le
d

o
.e

s/
w

eb
E

b
o

p
/c

sv
.js

p



Página 68

Número 84 · Jueves, 14 de Abril de 2016
BOLETÍN OFICIAL
Provincia de Toledo

Por otro lado, la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión de obras públicas, 
establece en su disposición adicional duodécima que será de aplicación a las instalaciones de la red 
de transporte de energía eléctrica reguladas en la Ley del Sector Eléctrico, cuyas autorizaciones sean 
competencia de la Administración General del Estado, lo dispuesto en las disposiciones adicionales 
segunda y tercera de dicha Ley, donde se señala que:

- Si los procedimientos de colaboración resultaran ineficaces, y cuando se justifique por la incidencia 
directa y significativa sobre la actividad económica general, el Estado, en el ejercicio de su competencia 
exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, podrá 
coordinar los planes de obras públicas competencia de las comunidades autónomas con los planes de 
obras públicas de interés general.

- La Administración del Estado deberá colaborar con las Administraciones de las comunidades 
autónomas y las entidades locales a través de los mecanismos de coordinación y cooperación legalmente 
establecidos, a fin de articular la planificación y construcción de las obras públicas de interés general con 
los planes de ordenación territorial y urbanística.

- En defecto de acuerdo entre las Administraciones Públicas, y sin perjuicio de lo previsto en la 
legislación medioambiental, los planes y proyectos de obras públicas de competencia del Estado 
prevalecerán sobre cualquier instrumento de planificación u ordenación territorial o urbanística en lo 
que se refiere a las competencias estatales exclusivas, en cuyo caso las comunidades autónomas y las 
corporaciones locales deberán incorporar necesariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación 
las rectificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllos.

- En el supuesto de que tales obras vayan a construirse sobre terrenos no reservados por el 
planeamiento urbanístico, y siempre que no se posible resolver las eventuales discrepancias mediante 
acuerdo, de conformidad con la normativa de aplicación, la decisión estatal respecto a la ejecución 
del proyecto prevalecerá sobre el planeamiento urbanístico, cuyo contenido deberá acomodarse a las 
determinaciones de aquella.

- La construcción, modificación y ampliación de las obras públicas de interés general no estarán 
sometidas a licencia o a cualquier otro acto de control preventivo municipal, siempre que se siga lo 
previsto en el apartado 1 de esta disposición.

- No procederá la suspensión de la ejecución de las obras públicas de interés general por los órganos 
urbanísticos cuando éstas se realicen en cumplimiento de los planes y proyectos de obras aprobados por 
los órganos competentes por el procedimiento establecido o se trata de obras de emergencia.

La evaluación de impacto ambiental de proyectos competencia de la Administración General del 
Estado, será de aplicación la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

En lo relativo a la seguridad en instalaciones eléctricas de alta tensión, deberán estar de acuerdo a lo 
dispuesto en la legislación sectorial que resulte de aplicación, y, en concreto a:

- Real Decreto 223/2008, de 15 de febrero por el que se aprueban el Reglamento sobre condiciones 
técnicas y garantías de seguridad en líneas eléctricas de alta tensión y sus instrucciones técnicas 
complementarias ITC-LAT 01 a 09.

- Real Decreto 337/2014, de 9 de mayo, por el que se aprueban el Reglamento sobre condiciones 
técnicas y garantías de seguridad en instalaciones eléctricas de alta tensión y sus Instrucciones Técnicas 
Complementarias ITC-RAT 01 a 23.

Será obligatorio solicitar autorización a la compañía eléctrica para todas aquellas obras ubicadas en 
el pasillo eléctrico.

Lo que se publica de conformidad con lo previsto en el artículo 42.2 del Decreto Legislativo 1 de 2010, 
de 18 de mayo, por el que se aprueba el T.R.L.O.T.A.U. y en el artículo 157 del Reglamento de Planeamiento.

Contra la presente disposición administrativo de carácter general, que pone fin a la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, contados a partir del 
día siguiente a su publicación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla-La Mancha, con sede en Albacete, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
10, 25 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Seseña 4 de abril de 2016.-La Concejal Delegada del Área de Ordenación del Territorio y Servicios, 
Rosa Laray Aguilera.

N.º I.- 2131
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